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Acta N° 394 de agosto 1° de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte demandante contra la sentencia del 16 de junio último, proferida por el Juzgado Segundo de Familia local, en esta acción de tutela que Sandra Lorena Castaño Hernández, promovió contra COLPENSIONES y ASALUD.
  



ANTECEDENTES
  



Acudió la demandante, en su propio nombre, en procura de la protección de sus derechos fundamentales “al mínimo vital en conexidad con el de la seguridad social, equidad”, que estima lesionados por las accionadas.

  



Expuso, en resumen, que frente a las patologías que presenta fue calificada en un porcentaje del 40,36% de pérdida de capacidad laboral; como la calificación fue desfavorable entró en un estado depresivo severo y se abstuvo de interponer recursos frente a esa valoración; en el mes de abril de 2017 solicitó una nueva, pero al momento de ingresar con el profesional asignado para ello, le indicó que era imposible, por cuanto estaba sin completar un año desde la última evaluación. Dijo que su trastorno de depresión ha aumentado en los últimos días, incluso con ideas suicidas que afectan su condición de vida; carece de una fuente de empleo y los aportes que realiza se hacen gracias al programa Colombia Mayor, pero en muchos casos no ha podido pagar oportunamente; que se han incrementado sus afecciones a la salud y empeora cada día más.

 


Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados, y como consecuencia de ello, que se ordene a Colpensiones y ASALUD, procedan a calificarla teniendo en cuenta las nuevas patologías que no han sido valoradas, por ser recientes, y la aquejan notablemente, como ha ocurrido en otros casos en los que “que hacen mención a nuevas valoraciones: T-093-2016, T-539-201 T-5554377”  y que guardan relación con su situación.

 



Previa inadmisión, que produjo el acercamiento de los documentos relacionados con la calificación de su pérdida de capacidad laboral, se admitió la demanda con auto del 5 de junio y se corrió traslado por el término de 2 días. Se pronunció el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, para dar cuenta de que no se evidenciaba solicitud y otro escrito radicado por la interesada que se refiriera a una nueva calificación, pues la elevada el 28 de abril de 2017 fue atendida por la entidad, lo que produjo su citación y valoración por el médico tratante; que esta clase de acción no es un medio idóneo para reclamar lo pretendido, como que debe agotarse previamente los medios ordinarios para el cometido del caso y, por consiguiente, solicitó la declaratoria de improcedencia.




Sobrevino el fallo de primer grado que negó el amparo invocado, como quiera que cuando elevó la solicitud de que da cuenta el libelo, se le informó que tenía que radicar algunos documentos, sin que lo hubiera hecho y, además, tampoco controvirtió el dictamen obtenido, sumado a que no se demostró la presencia de un perjuicio irremediable.





Impugnó la interesada, para derruir el argumento del Juzgado acerca de que omitió presentar la documentación exigida, porque sí lo hizo, a tal punto que se le autorizó la valoración del caso, y fue el médico el que le indicó que era inviable por llevar menos de un año de haber culminado el trámite de calificación anterior; insistió en que ante por sus nuevos diagnósticos médicos se debe proceder conforme lo solicita. 
  



En esta sede se recolectó una prueba de oficio (f. 4 y 5, c. 2).
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados asuntos.
En el caso concreto, Sandra Lorena Castaño Hernández, quien actúa en su propio nombre, dirigió su reclamo contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES e invocó la vulneración de los derechos fundamentales arriba señalados con el fin, por cuanto se le negó una nueva valoración de la pérdida de su capacidad laboral, frente a los nuevos diagnósticos médicos que presenta.
Esa pretensión, se dijo, fue desestimada, ya que no acreditó que hubiera presentado la documentación necesaria para ello y omitió objetar el dictamen obtenido en su oportunidad; además, se inadvirtió la incursión de un perjuicio irremediable.

La Sala, avalará la resolución final, pero por otras razones. En efecto, no hay duda, a propósito de lo reseñado por el Juzgado, que sí hubo una inicial solicitud por parte de la interesada; tanto, que Colpensiones extendió la autorización pertinente, para que la señora Castaño Hernández acudiera ante la dependencia respectiva en aras de ser sometida a una nueva valoración por medicina laboral. Ese es un aspecto fuera de controversia.
Lo que ocurrió, es que el profesional encargado, se abstuvo de hacerlo, como él mismo lo informó a este despacho (f. 5, c. 2), en atención a que la accionante fue sometida a una calificación anterior en el mes de noviembre de 2016, y de acuerdo con el Decreto 1507 de 2014, si ese resultado fue inferior al 50%, es necesario esperar un año para una nueva evaluación. 
En ello es que debe detenerse el análisis, pues es el punto de partida de la demandante. Sin embargo, carece de razón para imputar a la entidad accionada el resquebrajamiento de sus derechos fundamentales, ya que, por un lado, es evidente que en el mes de noviembre de 2016, le fue notificado el resultado de la calificación de la pérdida de la capacidad laboral, decisión que quedó en firme, como quiera que ningún recurso se propuso contra ella, lo que se traduce en que el dictamen de la AFP quedó en firme y, por tanto, tendría cabida la regulación que trae el artículo 55 del Decreto 1352 de 2013, que enseña que debe transcurrir como mínimo un año para la nueva. 

Y por el otro, al margen de la discusión que pudiera suscitar el hecho de que no haya transcurrido ese año, por cuanto tal Decreto alude a la calificación de la Junta, que en este caso no se alcanzó a dar por el silencio de la interesada, es lo que señala el artículo 55 del Decreto 1352 de 2013, lo cierto es que ninguna prueba se arrimó acerca de que ella hubiera puesto en conocimiento de COLPENSIONES la situación presentada con el médico que la atendió para la nueva valoración, con el fin de que, conocido ese resultado, la entidad pudiera adoptar las medidas que fueran del caso, esto es, ratificar lo dicho por el galeno, o insistir en que se realizara la valoración, pues ya la había autorizado.  

  



Quiere lo anterior decir que, como en el primer caso, la señora Castaño Hernández ha omitido pronunciarse ante la entidad sobre el resultado de la consulta con el médico, para provocar de ella un pronunciamiento definitivo acerca de si procede o no la nueva calificación. Solo a partir de allí, puede analizarse si se le han vulnerado sus derechos. 
   



Ahora bien, las referencias jurisprudenciales que se traen a colación en la demanda, sobre las que insiste en el escrito de impugnación, no encajan en este asunto. En aquellos eventos que se citan adecuadamente (f. 2, c. 1), T-093 de 2016 y T-5554377, que corresponde a la T-487 de 2016, ambas de la Corte Constitucional, e incluso en la T-539 que parece corresponder al año 2015, las situaciones analizadas difieren de la situación actual, como quiera que se concedieron los amparos bajo el entendido de que los accionantes agotaron las gestiones administrativas necesarias para obtener una decisión final; se analizó la grave situación económica y familiar por las que atravesaban los solicitantes; y más que eso, se trató la desviación del debido proceso en el trámite seguido ante las Juntas de Calificación, porque al momento de la valoración no se tuvieron en cuenta todas las afecciones que se reflejaban en las historias clínicas, circunstancias que, se repite, está por fuera del marco que envuelve el presente asunto. 
  


 
Finalmente, ante la alegación que a última hora se trae relacionada con el perjuicio irremediable, baste decir que es insuficiente su enunciación, si no hay pruebas que lo respalden, pues debe quedar acreditado con todas sus características. Recientemente, en la sentencia T-081A de 2017, se recordó que “a propósito del perjuicio irremediable, se ha sostenido por la jurisprudencia constitucional que el mismo se caracteriza por ser “(i) inminente, es decir, por estar próximo a ocurrir; (ii) grave, por dañar o menoscabar material o moralmente el haber jurídico de la persona en un grado relevante; (iii) que requiera medidas urgentes para conjurarlo; y (iv) que la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar el adecuado restablecimiento del orden social justo en toda su integridad”. 

   
En el caso que se analiza, se repite, ninguna de tales circunstancias está fehacientemente acreditada, como para ordenar provisionalmente a la entidad que proceda como se pide en el libelo. 

   



Como consecuencia de este derrotero, la protección estaba llamado al fracaso; por consiguiente, se confirmará el fallo, por las razones anotadas.  





DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA por las razones aquí expuestas, la sentencia del 16 de junio último, proferida por el Juzgado Segundo de Familia local, en esta acción de tutela que Sandra Lorena Castaño Hernández, promovió contra COLPENSIONES y ASALUD.

  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA 
  






        Con salvamento parcial de voto
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